SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°04
                                                          RADICACIÓN:66001220400020160001900
ACCIONANTES: CÉSAR GALLEGO Y OTROS 

DECLARA IMPROCEDENTE

CUMPLIMIENTO DE PROVIDENCIAS JUDICIALES/ Subsidiariedad de la tutela para reclamar el pago de sentencias/ Imposibilidad de ejecutar entidades estatales liquidadas/ Prelación legal de acreencias 
“(…) concluye esta Colegiatura que no es procedente acceder a las pretensiones invocadas (…) porque la acción constitucional no es el mecanismo idóneo para obtener el cumplimiento de una sentencia que genera una obligación de dar (…) tal como ocurre en este caso; a excepción, claro está, que estuvieran en juego otros derechos fundamentales o se estuviera ante el riesgo de un perjuicio irremediable, lo cual no se advierte en el presente asunto (…) puesto que de acuerdo con la información que reposa en el expediente se concluye que el objeto de la demanda es netamente económico.”
“(…) la negativa de la jurisdicción ordinaria para realizar el proceso ejecutivo no puede considerarse como vulneradora del derecho al acceso a la administración de justicia, porque lo que se intentó hacer por parte del togado estaba en contravía de las disposiciones legales, especialmente lo consagrado en el Decreto Ley 254/00 -régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional- (…)”
“Tampoco puede considerarse afectado el debido proceso, porque de acuerdo con lo explicado por Fiduagraria, entidad que desde abril 01 de 2015, según contrato de fiducia mercantil, es vocera, administradora y representante del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, la obligación reclamada por los accionantes fue calificada como crédito quirografario de quinta clase, y por ello recibe el tratamiento de acreencia de última clase en el orden de prelación legal (…) Razón por la cual aún no pueden cancelarse las sumas que les fueron reconocidas judicialmente debido a que tienen prelación los deudas de carácter laboral, y ese procedimiento se encuentra ajustado a la normativa aplicable al caso.”
DERECHO DE PETICIÓN/ Se considera satisfecho con las respuestas oportunas y concretas de las solicitudes, independientemente de que sean o no favorables
“(…) es necesario destacar que tampoco se observa que Fiduagraria haya vulnerado el derecho de petición de los demandantes, como quiera que cada una de las peticiones que han sido presentadas por intermedio de su representante judicial, fueron contestadas oportunamente, tal como se menciona en el escrito tutela; solo que las respuestas dadas pese a que se ajustan a los presupuestos legales y jurisprudenciales no han dejado conforme al apoderado de los accionantes. Sea como fuere, con ocasión de este amparo dicha entidad envió una nueva comunicación en la que condensa toda la información de interés para los demandantes.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 92
                                                      Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por los señores CÉSAR GALLEGO OSPINA, BEATRIZ OROZCO VALLEJO y ANDRÉS GALLEGO OROZCO, por intermedio de apoderado judicial, contra la Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. -en adelante FIDUAGRARIA-, la Fiduciaria La Previsora S.A., y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por cuanto estiman vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia.

2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito de tutela por el apoderado de los accionantes se puede concretar así: (i) en sentencia de noviembre 28 de 2003 el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda- la cual fue confirmada por el Consejo de Estado en fallo de abril 24 de 2013, y ejecutoriada en mayo 10 de ese mismo año- se declaró administrativa y patrimonialmente responsable al Instituto de Seguros Sociales por los perjuicios ocasionados a la señora BEATRIZ OROZCO VALLEJO, a consecuencia de la intervención quirúrgica que le fue realizada en noviembre 28 de 1997, y lo condenó a pagar a favor de cada uno de sus poderdantes la suma equivalente a 100 s.m.l.m.v., y 100 s.m.l.m.v. más a la señora BEATRIZ OROZCO por daños fisiológicos; (ii) se presentó la cuenta de cobro ante la Fiduciaria La Previsora S.A. -encargada de la liquidación del Seguro Social-, la cual le indicó en su respuesta que se harían las provisiones para dicho pago; (iii) transcurridos 10 meses sin que se hubiesen cancelado los valores correspondientes, se inició proceso ejecutivo, pero el Juez Tercero Administrativo de esta ciudad negó la pretensión bajo el argumento de que por expresa prohibición legal una entidad en liquidación no puede ser ejecutada, decisión que fue confirmada por el Tribunal Administrativo de este Distrito; (iv) formuló derecho de petición a Fiduagraria -administradora y vocera del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto del Seguro Social en Liquidación- para que le informara sobre el referido pago, la cual en respuesta de agosto 24 de 2015 indicó que mediante la Resolución 007721 de febrero 12 de ese año, se reconoció y ordenó cumplir el fallo de reparación directa a favor de sus representados, y que dicha obligación se catalogó como quirografaria de quinta clase, por lo que sería cancelada de acuerdo con los lineamientos establecidos en el contrato de fiducia mercantil 015 de 2015, y conforme al plan de pagos dejado por el liquidador; (v) en septiembre 07 de 2015 y noviembre 09 de 2015 se solicitó a esa misma entidad señalar la fecha precisa en la que quedó programado el pago, la entidad que lo hará, y el procedimiento que se debe adelantar para ello, la cual en diciembre 01 de 2015 contestó pero no se informó nada sobre el particular; y (vi) en la Resolución 007721 de febrero 12 de 2015 se dispuso cumplir la condena por el equivalente a los salarios mínimos del año pasado, cuando debió ser al día en que efectivamente se efectúe el desembolso, y se omitió ordenar los correspondientes intereses, decisión que no pudo ser recurrida por indebida  notificación.

Considera que con la actuación desplegada se han quebrantado los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso administración de justicia, cuyo amparo solicita; y en consecuencia, se ordene a Fiduagraria, a la Fiduciaria La Previsora S.A. y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público pagar: (i) el equivalente a 100 s.m.l.m.v. para cada uno de los accionantes; los intereses que ese capital hubiese producido a tasa equivalente DTF, desde mayo 11 de 2012 hasta marzo 11 de 2014, y los intereses moratorios desde marzo 12 de 2014 hasta que se realice la cancelación del capital, a la tasa máxima permitida; y (ii) a la señora BEATRIZ OROZCO VALLEJO la suma de 100 s.m.l.m.v., los intereses de ese capital a una tasa equivalente DTF desde mayo 11 de 2012 hasta marzo 11 de 2014, y los intereses moratorios desde marzo 12 de 2014 hasta que se efectúe el pago, a la tasa máxima permitida.
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- La apoderada general de Fiduagraria informó que el cierre del proceso liquidatorio del Instituto de Seguros Sociales se produjo en marzo 31 de 2015, lo que dio lugar a la extinción jurídica de la entidad, y a partir de abril 01 de 2015 dejó de ser sujeto de obligaciones, pero previamente ese instituto había suscrito un contrato de fiducia mercantil con la entidad que representa (Fiduagraria), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Decreto Ley 254/00, modificado por la Ley 1105/06, y se constituyó el fideicomiso P.A.R.I.S.S. en liquidación, respecto del cual Fiduagraria actúa únicamente como vocero y administrador, y le corresponde la representación legal. La Fiduciaria la Fiduprevisora después de marzo 31 de 2015 estaba encargada únicamente de efectuar las labores de entrega al P.A.R.
El P.A.R.I.S.S. en liquidación mediante oficio # UP-12140-0745 de febrero 03 de 2016 dio respuesta de fondo a la pretensión objeto de la presente acción, en la cual le indicó al apoderado de los accionantes que la obligación contenida en la Resolución REDI No. 007721 de febrero 12 de 2015, fue calificada como crédito quirografario de quinta clase, y por ello recibe el tratamiento de acreencia de última clase en el orden de prelación legal, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 2508 y 2509 del Código Civil, y en esa medida, su pago se efectuará una vez se cancelen la totalidad de los créditos laborales, y en la medida que los recursos disponibles lo permitan.
Con fundamento en lo anterior solicita no proferir fallo contra esa entidad, y desvincular a la fiduciaria La Fiduprevisora S.A. y al P.A.R.I.S.S.
3.2.- El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por intermedio de su asesora indicó que la presunta vulneración de los derechos fundamentales de los accionantes no fue obra de la entidad que representa, por lo que no es la llamada a responder. 
Aclaró que al finalizar la liquidación del ISS, y en cumplimiento a lo ordenado en el Decreto 254/00, el Instituto de Seguros Sociales suscribió contrato de Fiducia Mercantil # 015 de 2015 con Fiduagraria, mediante la cual se constituyó el Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS en Liquidación, contrato en virtud del cual Fiduciaria asume la representación para responder por las obligaciones que, como el presente caso, puedan resultar a cargo del Instituto, y ante la eventual carencia de recursos para atenderlas, las mismas se cubrirán por la Nación con cargo a los recursos de Presupuesto General de la sección respectiva, que sería la del Ministerio de Salud y Protección Social, habida cuenta que la entidad liquidada era un establecimiento público vinculado a esa cartera ministerial. 
Por lo anterior solicita declarar improcedente el amparo respecto a ese ministerio.

3.3.- La Fiduciaria La Fiduprevisora S.A. no se pronunció dentro del término que le fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos allegados a la actuación por cada una de las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1069 de 2015 -Decreto único reglamentario del sector justicia y del derecho-.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en realidad en el presente evento se advierte la vulneración de los derechos fundamentales invocados por los actores mediante apoderado judicial, y si es factible el amparo de los mismos por este excepcional mecanismo.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las manifestaciones realizadas por el apoderado de los actores, se extrae que su solicitud está direccionada básicamente a que por esta vía se ordene el pago de los perjuicios reconocidos a favor de los accionantes mediante fallo de noviembre 28 de 2003 del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, el cual fue confirmado por el Consejo de Estado en sentencia de abril 24 de 2013, y se encuentra ejecutoriado desde mayo 10 de ese mismo año.

En ese sentido desde ahora concluye esta Colegiatura que no es procedente acceder a las pretensiones invocadas en el amparo porque la acción constitucional no es el mecanismo idóneo para obtener el cumplimiento de una sentencia que genera una obligación de dar
, tal como ocurre en este caso; a excepción, claro está, que estuvieran en juego otros derechos fundamentales o se estuviera ante el riesgo de un perjuicio irremediable, lo cual no se advierte en el presente asunto, como pasará a verse, puesto que de acuerdo con la información que reposa en el expediente se concluye que el objeto de la demanda es netamente económico.
Es cierto que los tutelantes ya intentaron utilizar la vía ordinaria por medio de una acción ejecutiva, pero la misma fue negada por cuanto no podía ejecutarse una entidad que para ese entonces se encontraba en liquidación; sin embargo, tal negativa no puede ser suficiente para tener por viable la acción de tutela con miras a obtener el pago de una cuantiosa suma de dinero, toda vez que este medio judicial no fue creado con ese propósito, máxime cuando no se observa ninguna situación que genere detrimento en las garantías fundamentales de los accionantes, o los ponga en un riesgo inminente ante el no desembolso de las sumas reclamadas en cuanto no están relacionadas con salarios, prestaciones sociales o similares.
En efecto, a los actores se les reconoció a modo de indemnización de perjuicios derivados de una intervención quirúrgica practicada a la señora BEATRIZ OROZCO VALLEJO en noviembre 28 de 1997, y por ello se ordenó a su favor el reconocimiento de una reparación económica; sin embargo, esa situación por sí misma considerada no es suficiente para que se acceda al amparo deprecado sin un argumento adicional que permita al juez de tutela intervenir en una cuestión de carácter meramente pecuniario. 
Ahora, la negativa de la jurisdicción ordinaria para realizar el proceso ejecutivo no puede considerarse como vulneradora del derecho al acceso a la administración de justicia, porque lo que se intentó hacer por parte del togado estaba en contravía de las disposiciones legales, especialmente lo consagrado en el Decreto Ley 254/00 -régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional-. Por el contario, la sentencia proferida a favor de los actores dentro del proceso de reparación directa, la cual se encuentra en firme, demuestra que a éstos sí se les garantizó plenamente ese derecho constitucional, situación diferente es que por la situación caótica que dio pie a la liquidación del Instituto de Seguros Sociales aún no se haya podido materializar el pago de los perjuicios que conforme a derecho les fueron reconocidos; empero, se repite, no este mecanismo constitucional la vía establecida para lograrlo. 

Tampoco puede considerarse afectado el debido proceso, porque de acuerdo con lo explicado por Fiduagraria, entidad que desde abril 01 de 2015, según contrato de fiducia mercantil, es vocera, administradora y representante del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, la obligación reclamada por los accionantes fue calificada como crédito quirografario de quinta clase, y por ello recibe el tratamiento de acreencia de última clase en el orden de prelación legal. Todo ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2508 y 2509 del Código Civil. Razón por la cual aún no pueden cancelarse las sumas que les fueron reconocidas judicialmente debido a que tienen prelación los deudas de carácter laboral, y ese procedimiento se encuentra ajustado a la normativa aplicable al caso.

Debe resaltarse además, que esa entidad mediante la Resolución REDI # 007721 de febrero 12 de 2015 cumplió con su obligación de reconocer el pago que debe efectuarse a los actores de las sumas asignadas mediante fallo judicial, y si bien el abogado de los tutelantes considera que la misma no fue ajustada a sus pretensiones o a las disposiciones legales, como tampoco se hizo en forma adecuada su notificación, tiene expedita la vía judicial ordinaria para controvertir lo pertinente.
Finalmente, es necesario destacar que tampoco se observa que Fiduagraria haya vulnerado el derecho de petición de los demandantes, como quiera que cada una de las peticiones que han sido presentadas por intermedio de su representante judicial, fueron contestadas oportunamente, tal como se menciona en el escrito tutela; solo que las respuestas dadas pese a que se ajustan a los presupuestos legales y jurisprudenciales no han dejado conforme al apoderado de los accionantes. Sea como fuere, con ocasión de este amparo dicha entidad envió una nueva comunicación en la que condensa toda la información de interés para los demandantes.
Muy a pesar entonces que por parte de Fiduagraria no se ha indicado la fecha concreta en la que se realizará el pago, ello resulta entendible por cuanto, como ya se dijo, existen varias obligaciones a cargo de esa entidad que de acuerdo con el orden de prelación legal deben ser cubiertas antes de proceder al pago del fallo judicial proferido a favor de los actores.
Por lo brevemente expuesto, esta Sala declarará improcedente el amparo invocado.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por los ciudadanos CÉSAR GALLEGO OSPINA, BEATRIZ OROZCO VALLEJO y ANDRÉS GALLEGO OROZCO, mediante apoderado judicial.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-719 de septiembre 09 de 2010: “[…] En relación con la procedencia de la acción de tutela para exigir el cumplimiento de providencias judiciales ejecutoriadas, esta Corte ha indicado, de manera general, que cuando lo ordenado en la providencia incumplida verse sobre una obligación de dar, debe el juez de tutela asegurarse que no exista otro mecanismo que asegure el cumplimiento, o que se esté en presencia de un perjuicio irremediable […]
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